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Dios, Patria y Libertad 

República Dominicana 

En nombre de la República, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia, regularmente constituida por los 

jueces Francisco Antonio Jerez Mena, presidente; Fran Euclides Soto Sánchez, María G. Garabito Ramírez, Francisco 

Antonio Ortega Polanco y Vanessa E. Acosta Peralta, asistidos del secretario de estrados, en la Sala donde celebra 

sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 31 de enero de 2020, año 176o 

de la Independencia y 157o de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente 

sentencia: 

Antecedentes. Descripción de la sentencia recurrida. Exposición Sumaria. Puntos de hecho. 

La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia ha sido apoderada del recurso de casación interpuesto por Iván 

Vásquez Castillo y/o Henyel Iván Torres Mejía, dominicano, mayor de edad, portador de la cédula de identidad y 

electoral núm. 223-0096058-4, domiciliado y residente en la calle Principal, núm. 24, sector Cancino Adentro, 

municipio de Santo Domingo Este, provincia Santo Domingo, actualmente recluido en la Penitenciaría Nacional de 

La Victoria, imputado, contra la sentencia núm. 1419-2018-SSEN-00096, dictada por la Segunda Sala de la Cámara 

Penal de la Corte de Apelación del Departamento Judicial de Santo Domingo el 5 de abril de 2018, cuyo dispositivo 

se expresa de la manera siguiente:  

“PRIMERO: Declara con lugar parcialmente los recursos de apelación interpuestos por: a) Iván Vásquez Castillo, 

a través de su representante legal la Lcda. Anneris Mejia Reyes, defensora pública, en fecha veintitrés (23) de 

marzo del año dos mil diecisiete (17) y b) Tomás Montilla Mercedes, a través de su representante legal el Lcdo. 

Sandy W. Antonio Abreu, defensor público, en fecha veintisiete (27) del mes de marzo del año dos mil diecisiete 

(2017), ambos en contra de la sentencia marcada con el número 54804-2017-SSEN-00056, de fecha primero (01) 

del mes de febrero del año dos mil diecisiete (2017), emitida por el Segundo Tribunal Colegiado de la Cámara Penal 

del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, por las razones antes expuestas; 

SEGUNDO: Modifica el ordinal primero de la sentencia recurrida en cuanto al aspecto de la pena, en ese sentido 

declara culpables a los recurrentes Iván Vásquez Castillo y Tomás Montilla Mercedes, en violación a los artículos 

265, 266, 379 y 382 del Código Penal Dominicano y 39 párrafo III de la Ley 36, sobre Porte y Tenencia de Armas, en 

consecuencia condena al ciudadano Iván Vásquez Castillo y/o Henyel Iván Torres Mejía (a) Iván El Cirujano, 

dominicano, mayor de edad, titular de la cédula de identidad y electoral número 223-0096058-4; domiciliado en la 

calle Primera núm. 147, Cancino adentro, a cumplir la pena de quince (15) años de reclusión y al ciudadano Tomás 

Montilla Mercedes (a) Jaber y/o Jaby, dominicano, mayor de edad, titular de la cédula de identidad y electoral 

número 223-0090680-1, domiciliado en la calle primera, sector Mandinga, núm. 207, a cumplir la pena de diez (10) 

años de reclusión, quienes actualmente se encuentran recluidos en la Penitenciaría Nacional de La Victoria; 

TERCERO: Confirma en los demás aspectos la sentencia recurrida marcada con el número 54804-2017-SSEN-00056, 

de fecha primero (01) del mes de febrero del año dos mil diecisiete (2017), emitida por el Segundo Tribunal 

Colegiado de la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo; CUARTO: 

Compensa las costas del procedimiento, QUINTO: Ordena la notificación de la presente decisión al Juez de la 

Ejecución de la Pena de este Distrito Judicial, para los fines de ley correspondientes; SEXTO: Ordena a la secretaria 



de esta Segunda Sala, realizar las notificaciones correspondientes a las partes, quienes quedaron citadas mediante 

audiencia de fecha seis (06) de marzo del año dos mil dieciocho (2018) a las 09:00 horas de la mañana, e indica que 

la presente sentencia está lista para su entrega a las partes comparecientes”; 

El Segundo Tribunal Colegiado de la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Departamento Judicial 

de Santo Domingo dictó en fecha 1 de febrero de 2017 la sentencia núm. 54804-2017-SSEN-00056, mediante la 

cual declaró al imputado Iván Vásquez Castillo y/o Henyel Iván Torres Mejía (a) Iván El Cirujano, culpable de los 

crímenes de asociación de malhechores y robo agravado, previsto y sancionado por los artículos 265, 266, 379 y 

382 del Código Penal Dominicano, condenándolo a cumplir una pena de 20 años de reclusión mayor, decisión 

contra la cual el imputado interpuso formal recurso de apelación del que resultó apoderada la Segunda Sala de la 

Cámara Penal de la Corte de Apelación del Departamento Judicial de Santo Domingo, cuya Corte confirmó la 

indicada decisión mediante la sentencia núm. 1419-2018-SSEN-00096 de fecha 5 del mes de abril de 2018; 

Conclusiones de las partes 

En la audiencia de fecha 26 de noviembre de 2019, fijada por esta Segunda Sala mediante la resolución núm. 

3705-2019, a los fines de conocer el indicado recurso de casación, la Lcda. Sarisky Castro, por sí y por el Lcdo. 

Sandy W. Antonio Abreu, defensores públicos, actuando en representación del recurrente Iván Vásquez Castillo o 

Henyel Iván Torres Mejía, concluyó de la siguiente manera: “Primero: Que se declare como bueno y válido en 

cuanto a la forma el recurso de casación por haber sido interpuesto en tiempo hábil y conforme a la Ley; Segundo: 

En cuanto al fondo, tengáis a bien pronunciar la extinción de la acción penal por el vencimiento del plazo máximo 

del proceso en virtud del artículo 148 del Código Procesal Penal; Tercero: De manera subsidiaria, ordenar la 

celebración de un nuevo juicio para una nueva valoración del recurso de apelación”;  

Que fue escuchado el dictamen del Procurador General de la República, el cual concluyó en el sentido de: 

“Primero: Que con relación a la solicitud de extinción de la acción penal por el vencimiento del plazo máximo de 

duración del proceso penal realizada por el ciudadano Iván Vásquez Castillo o Henyel Iván Torres Mejía, que se 

rechace por no estar presentes los presupuestos señalados por el justiciable y no estar conforme con la normativa 

procesal penal vigente; Segundo: Rechazar el recurso de casación interpuesto por Iván Vásquez Castillo o Henyel 

Iván Torres Mejía, contra la sentencia núm. 1419-2018-SSEN-00096, dictada por la Segunda Sala de la Cámara 

Penal de la Corte de Apelación del Departamento Judicial de Santo Domingo el 5 de abril de 2018”; 

La presente sentencia fue votada en primer término por el magistrado Francisco Antonio Jerez Mena, a cuyo 

voto se adhirieron los magistrados Fran Euclides Soto Sánchez, María G. Garabito Ramírez, Francisco Antonio 

Ortega Polanco y Vanessa E. Acosta Peralta; 

Medios en los que se fundamenta el recurso de casación.  

El recurrente Iván Vásquez Castillo y/o Henyel Iván Torres Mejía (a) Iván El Cirujano, propone los siguientes 

medios de casación: 

“Primer Medio: Violación a la tutela judicial efectiva y el debido proceso. Por la negativa a pronunciar la 

extinción de la acción penal, por el vencimiento de la duración máxima de todo proceso es de tres (03) años, 

contados a partir del inicio de la investigación. Este plazo sólo se puede extender por seis meses en caso de 

sentencia condenatoria, a los fines de permitir la tramitación de los recursos, todo lo que hace que la sentencia 

impugnada sea manifiestamente infundada, en franca violación de los artículos 426-3, 1, 8, 14, 25, 44- 11, 148 y 

423 del Código Procesal Penal y 69-2 de la Constitución de la República y artículo 8.1 de la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos; Segundo Medio: Violación a la tutela judicial efectiva y el debido proceso. Por la 

inobservancia o errónea aplicación de disposiciones de orden legal, constitucional o contenido en los pactos 

internacionales en materia de derechos humanos, lo que se asimila en una violación al derecho de defensa y al 

principio de concentración e inmediación, todo lo que hace que la sentencia recurrida sea manifiestamente 

infundada, en violación de los artículos 426 primer párrafo, y numeral 3, 418 del Código Procesal Penal; Tercer 

Medio: Violación a la tutela judicial efectiva y el debido proceso. Derecho a obtener una sentencia fundamentada 

en hecho y derecho, o sea, una motivación indebida e insuficiente, todo lo que hace que la sentencia recurrida sea 

manifiestamente infundada, en violación de los artículo 426-3, 24 del Código Procesal Penal”; 



En el desarrollo de sus medios el recurrente alega, en síntesis, que:  

“En cuanto al primer medio. En el caso de marra, del escrutinio de cada una de las actuaciones realizadas se 

advierte que en las diferentes etapas del proceso, esto es, preparatoria, intermedia, de juicio y recursos, tuvo lugar 

una notable cantidad de suspensiones y retardos en el conocimiento del proceso, no siendo estas motivadas en su 

mayoría, por el recurrente, sino por la necesidad de citar a la pluralidad de víctimas y por el traslado a los 

procesados desde el centro penitenciario, o sea, reiterar requerimientos de citación a la víctima y testigos, dar 

cumplimiento a la orden de conducencia de los testigos no comparecientes, en tramitación de los recursos 

intervenidos, entre otras razones, lo cual evidentemente no recae en la parte imputada, sino en las propias 

debilidades del sistema. Ciertamente, que el imputado recurrente enfrentó las medidas de coerción impuestas 

desde el 23/12/2013, punto de partida para el establecimiento de la extinción a que se hace referencia, debido a 

que dicho acto era capaz de afectar sus derechos constitucionalmente consagrados, especialmente los derechos a 

que se le presuma inocente y a su libertad personal. Que en el caso de la especie, resulta más que evidente, que de 

todo lo que antecede, se aprecia la procedencia de la declaración de extinción de la acción penal en cuanto a Iván 

Vásquez Castillo y/o Henyel Iván Torres Mejía, al haber transcurrido el plazo máximo de la duración del proceso, de 

conformidad con las disposiciones del artículo 148 del Código Procesal Penal, sin que mediara una sentencia 

definitiva e irrevocable en su contra. En cuanto al segundo medio. Que del examen de la sentencia impugnada y la 

cronología del proceso, se observa que mediante auto de apoderamiento núm. 1417-SAUT-2016-01498 de fecha 

20/06/2017, emitido por la Presidencia de la Cámara Penal de la Corte de Apelación de Santo Domingo, designó la 

Segunda Sala de la Cámara Penal de la Corte de Apelación de Santo Domingo para el conocimiento del recurso de 

apelación interpuesto, para que proceda a realizar el procedimiento de admisibilidad y fijación de audiencia, 

respecto a la apelación se conocieron varias audiencias, para citar las víctimas, siendo en fecha 06/03/2018, donde 

la partes concluyeron, fijándose lectura íntegra de la misma para el 05/04/2018. Respecto al recurso de apelación 

en cuestión, y que conforme se evidencia en el acta de audiencia y la propia sentencia recurrida que recogió los 

pormenores de lo ocurrido en esa Corte a qua, se evidencia que se conocieron varias audiencias, a los fines de citar 

a las víctimas, donde se verifica que la instrucción del mismo se inició en fecha 06/03/2018, donde la partes 

concluyeron, donde la Corte se reservó el fallo para producirlo el 05/04/2018, es decir 21 días después, cuando el 

Código Procesal Penal manda a fallar las sentencias de inmediato, según prevé el Art. 421 del Código Procesal 

Penal, a más tardar veinte (20) días después de celebrada la audiencia. Que como se evidencia, además de una 

trasgresión a las claras disposiciones del Código Procesal Penal, “la tardanza en emitir el fallo impidió al recurrente 

conocer los motivos del mismo y articular sus medios de casación, por lo que procede acoger el medio propuesto”. 

(SCJ-CP. Sent. núm. 112 del 21-12-2005). Que en cuanto al artículo 418 del Código Procesal Penal, modificado por la 

Ley 10-15, del 10 de febrero del 2015, dispone que la apelación se formaliza en el término de veinte (20) días a 

partir de su notificación, es con el objetivo de que el recurrente tenga conocimiento de la motivación del fallo que le 

atañe con anterioridad a la expiración del plazo para impugnar la decisión y poder así estar en condiciones de 

presentar un escrito motivado cuestionando el fundamento de la sentencia. Que la Corte a qua ha violado su 

derecho de defensa al impedirle tomar conocimiento de los fundamentos de la decisión de manera que si era el 

deseo del recurrente interponer un recurso de casación, pudiera establecer concreta y separadamente cada motivo 

con sus fundamentos, la norma violada y la solución pretendida, en consecuencia proceda acoger el medio 

propuesto. Lo que se asimila en una trasgresión a las claras disposiciones del Código Procesal Penal, la tardanza en 

emitir el fallo impidió al recurrente conocer los motivos del mismo y articular sus medios de casación”; 

Que de igual manera sigue expresando el recurrente que: 

“En cuanto al tercer medio. La Sentencia recurrida carece de motivación y la misma le imposibilita el acceso a 

un recurso efectivo. que la Corte a qua al limitarse a “proceder analizar el segundo aspecto del primer medio del 

recurso de apelación para ser valorado de manera conjunta, sobre la valoración que realizó el tribunal a quo en lo 

referente al artículo 339 del Código Procesal Penal Dominicano. En el caso de la especie se ha podido verificar que 

la sentencia recurrida no presenta una correlación entre los demás motivos propuestos en apelación, donde 

expresamos concreta y separadamente cada motivo con su fundamento, la norma violada y la solución pretendida, 

de conformidad a las disposiciones del artículo 418. Se constata que la Corte a qua se limitó a realizar una mera 



enunciación genérica del primer medio y tercer medio del recurso del imputado Iván Vásquez Castillo y/o Henyel 

Iván Torres Mejía, expresando de manera exigua, ha colocado al recurrente y a su defensa técnica en imposibilidad 

de determinar si la ley ha sido correctamente aplicada, por lo que es obvio que se incurrió en violación a lo 

dispuesto por el artículo 24 del Código Procesal Penal, que establece la obligatoriedad por parte de los jueces de 

motivar adecuadamente sus decisiones, con relación a cada uno de los puntos impugnados y fallados, lo que se 

asimila en una falta de estatuir”;  

Motivaciones de la Corte de Apelación.  

En relación a los alegatos expuestos por el recurrente, la Corte de Apelación, para fallar en la forma en que lo 

hizo, reflexionó en el sentido de que:  

“Que luego de analizar el primer aspecto del recurso de Iván Vásquez Castillo y el segundo motivo del recurso 

de Tomás Montilla Mercedes, en relación a que el tribunal le dio credibilidad a las declaraciones de los testigos a 

cargo, sin tomar en cuenta que las mismas fueron incoherentes e inconsistentes; que contrario a lo externado por 

el recurrente en relación a las declaraciones de los testigos aportados al proceso, el tribunal a quo valoró y 

ponderó en su justa dimensión en lo atinente a lo que sus sentidos percibieron, por lo cual procede rechazar las 

pretensiones del recurrente por carecer de sustento. Que también es del criterio de la Suprema Corte de Justicia, 

que no resulta necesario un determinado número de testigos para convencer al Juez, sino la sinceridad, 

verosimilitud, consistencia, ilación y coherencia que se merezca el testimonio prestado, características estas que, 

entendemos, se encuentran presentes en las declaraciones de los testigos aportados en el presente caso y que 

depusieron ante este; por tanto la apreciación personal de los testigos que fueron valorados por el tribunal a quo 

no constituyen contradicción como invoca el medio en cuestión, toda vez que la percepción personal y como se 

procesan los hechos en cada individuo es independiente; sin embargo, como ha indicado esta Corte, dichos 

testigos son precisos en indicar un mismo hecho, en contra de una misma persona, ubicando el lugar y ocurrencia 

particular que al final son las necesarias para el establecimiento del hecho, contrario a lo que indican los 

recurrentes en dichos medios, ya que no devienen contradictorias las declaraciones testimoniales que saca de 

contexto la defensa en la motivación de su recurso. Por lo que, al provenir las dilaciones por parte del imputado 

Iván Vásquez Castillo, el plazo continúa siendo razonable por haber sido en la aplicación del ejercicio de su derecho 

de defensa y de la vías de recursos; en consecuencia, se rechaza el motivo planteado por el recurrente, por 

motivos anteriormente señalados, sin necesidad de hacerlo constar en la parte dispositiva de la presente 

sentencia”; 

Consideraciones de la Segunda Sala. Exposición sumaria. Puntos de derecho.  

Que el recurrente discrepa con el fallo impugnado, porque alegadamente “la sentencia impugnada es 

manifiestamente infundada por violación a la tutela judicial efectiva y el debido proceso por negativa a pronunciar 

la extinción de la acción penal por el vencimiento de la duración máxima del proceso”; 

Que en relación a lo planteado por el recurrente Iván Vásquez Castillo en su escrito de casación y del estudio de 

los documentos que constan en el expediente, se puede apreciar que el primer evento procesal del caso fue lo 

concerniente a la imposición de la medida de coerción que le fue impuesta al imputado en fecha 27 de diciembre 

de 2013, fecha que debe ser retenida como punto inicial; 

Que como se ha visto, determinado el punto de partida para computar el tiempo recorrido por el proceso de 

que se trata, esta Segunda Sala procede a verificar la procedencia o no de la solicitud formulada por el recurrente, 

en ese sentido es oportuno establecer que en virtud del principio contenido en el artículo 8 del Código Procesal 

Penal, “Toda persona tiene derecho a ser juzgada en un plazo razonable y a que se resuelva en forma definitiva 

acerca de la sospecha que recae sobre ella. Se reconoce al imputado y a la víctima el derecho a presentar acción o 

recurso, conforme lo establece este código, frente a la inacción de la autoridad”;  

Que en ese contexto el artículo 148 del Código Procesal Penal, aplicable al caso, porque estaba vigente al 

momento de ocurrir los hechos, disponía que la duración máxima de todo proceso era de tres (3) años; y el artículo 

149 del mismo código dispone que: “vencido el plazo previsto en el artículo precedente, los jueces, de oficio o a 

petición de parte, declaran extinguida la acción penal, conforme lo previsto por este código”; 



Que como ha sido juzgado de manera inveterada por esta Sala el plazo establecido por el artículo 148 del 

Código Procesal Penal, a nuestro modo de ver es un parámetro para fijar límites razonables a la duración del 

proceso, pero no constituye una regla inderrotable, pues asumir ese criterio meramente a lo previsto en la letra de 

la ley sería limitarlo a un cálculo exclusivamente matemático, sin aplicar la razonabilidad que debe caracterizar en 

todo caso el accionar del juzgador como ente adaptador de la norma en contacto con diversas situaciones 

conjugadas por la realidad, lo que conlleva a que la aplicación de la norma no sea pura y simplemente taxativa; 

Que con respecto a lo que aquí se discute, esta Sala de la Corte de Casación reitera el criterio que ha 

establecido, en el sentido de que: “…el plazo razonable, uno de los principios rectores del debido proceso penal, 

establece que toda persona tiene derecho a ser juzgada en un plazo razonable y a que se resuelva en forma 

definitiva acerca de la sospecha que recae sobre ella, reconociéndosele tanto al imputado y como a la víctima el 

derecho a presentar acción o recurso, conforme lo establece el Código Procesal Penal, frente a la inacción de la 

autoridad; refrendando lo dispuesto en nuestra Carta Magna, su artículo 69 sobre la tutela judicial efectiva y 

debido proceso”;  

Que a su vez el artículo 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, hace referencia al plazo 

razonable en la tramitación del proceso; sobre esa cuestión la Corte Interamericana de Derechos Humanos adoptó 

la teoría del no plazo, en virtud del cual no puede establecerse con precisión absoluta cuándo un plazo es 

razonable o no; por consiguiente, un plazo establecido en la ley procesal, sólo constituye un parámetro objetivo, a 

partir del cual se analiza la razonabilidad del plazo, en base a: 1) la complejidad del asunto; 2) la actividad procesal 

del interesado; y 3) la conducta de las autoridades judiciales; por esto, no todo proceso que exceda el plazo de 

duración máxima previsto por ley, vulnera la garantía de juzgamiento en plazo razonable, sino únicamente cuando 

resulta evidente la indebida dilación de la causa; puesto que el artículo 69 de nuestra Constitución Política, 

garantiza una justicia oportuna y dentro de un plazo razonable, entendiéndose precisamente que la administración 

de justicia debe estar exenta de dilaciones innecesarias”;  

Que no obstante lo anterior, esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia procedió a verificar las 

circunstancias en las cuales ha transcurrido el presente caso en los diferentes estadios procesales en los que ha 

sido conocido el proceso, comprobando que parte de la dilación se debe a reiteradas suspensiones por la no 

comparecencia de los imputados en las audiencias, por no haber sido trasladados del recinto carcelario, por la 

incomparecencia de la abogada de la defensa, así como pedimentos de revisión de medida de coerción realizadas 

por los imputados; causas dilatorias que no constituyen una falta que pueda ser atribuida a los actores judiciales 

envueltos en el proceso, en razón de que estos aplazamientos se hicieron a los fines de garantizar la tutela de los 

derechos del recurrente, garantías que le asisten por mandato de la Constitución y la ley; 

Que es oportuno destacar que sobre este tema tan controvertido tanto en la doctrina como en la 

jurisprudencia, el Tribunal Constitucional ya se ha referido a los distintos aspectos a tomar en cuenta al momento 

de ponderar la extinción de un proceso por el vencimiento del plazo máximo de duración del proceso, así se 

observa que mediante la sentencia núm. TC/0394/18, de fecha 11 de octubre de 2018, fijó unos parámetros 

razonables que justifican la dilación de un proceso, sobre todo, en el complejo mundo procesal como el nuestro, 

donde la enmarañada estructura del sistema judicial impiden por multiplicidad de acciones y vías recursivas que se 

producen en sede judicial, así como en otros estamentos no jurisdiccionales, concluir un caso en el tiempo previsto 

en la norma de referencia, más aun cuando son casos envueltos en las telarañas de las complejidades del sistema, 

como bien lo señala el Tribunal Constitucional al establecer que: “existe una dilación justificada a cargo de los 

jueces y representante del Ministerio Público cuando la demora judicial se da por una circunstancia ajena a ellos, 

producida por el cúmulo de trabajo, por la complejidad misma del caso o por la existencia de un problema 

estructural dentro del sistema judicial. En relación con ello la Corte Constitucional de Colombia ha indicado en su 

Sentencia T-230/13 que: La jurisprudencia ha señalado que, atendiendo la realidad del país, en la gran mayoría de 

casos el incumplimiento de los términos procesales no es imputable al actuar de los funcionarios judiciales. Así, por 

ejemplo, existen procesos en los cuales su complejidad requiere de un mayor tiempo del establecido en las normas 

y en la Constitución para su estudio, para valorar pruebas o para analizar la normatividad existente. Por ello, la 

jurisprudencia ha destacado que cuando la tardanza no es imputable al actuar del juez o cuando existe una 



justificación que explique el retardo, no se entienden vulnerados los derechos al debido proceso y al acceso a la 

administración de justicia”; 

Que en efecto, y contrario a lo que alega el recurrente Iván Vásquez Castillo y/o Henyel Iván Torres Mejía (a) 

Iván El Cirujano en el primer medio de su recurso de casación, se impone señalar que si bien es cierto que desde el 

conocimiento de la medida de coerción impuesta al imputado recurrente, que como se dijo más arriba ocurrió el 

27 de diciembre de 2013, hasta el momento del conocimiento del recurso de apelación, lo cual tuvo lugar el 5 de 

abril de 2018, ha transcurrido más del tiempo establecido en el artículo 148 del Código Procesal Penal; no es 

menos cierto que, se trata de una dilación procesal justificada, pues, según se advierte de la glosa procesal, se 

realizaron innumerables pedimentos incidentales y de otra índole tendentes a garantizar el derecho de defensa del 

recurrente, lo que provocó que el tránsito procesal de este proceso se extendiera de una u otra manera; por lo 

que, al observarse que las dilaciones que se produjeron en este caso se encuentran debidamente justificadas, 

procede rechazar el primer medio invocado por improcedente e infundado; 

Que el recurrente en el segundo medio de su recurso de casación se queja por la pretendida “violación al 

derecho de defensa y al principio de concentración e inmediación”, fundamentando su medio en que “existe una 

transgresión a las claras disposiciones del artículo 421 del Código Procesal Penal, toda vez que respecto al recurso 

de apelación y conforme se evidencia en el acta de audiencia y la propia sentencia recurrida que recogió los 

pormenores de lo ocurrido, el recurso de apelación se conoció en fecha 6 de marzo de 2018 donde las partes 

concluyeron y la Corte se reservó el fallo para el día 5 del mes de abril de 2018, es decir, 21 días después, cuando el 

indicado artículo manda a fallar las sentencia a más tardar 20 días después de celebrada la audiencia”;  

Que para analizar las discrepancias expuestas por el recurrente en línea anterior es preciso indicar que el 

Código Procesal Penal en su artículo 421 dispone “La audiencia se celebra con la presencia de las partes y sus 

abogados, quienes debaten oralmente sobre el fundamento del recurso. En caso de no comparecencia se aplican 

las normas establecidas al efecto por el artículo 307 del presente código. En la audiencia, los jueces pueden 

interrogar al recurrente sobre las cuestiones planteadas en el recurso. La Corte de Apelación apreciará la 

procedencia de los motivos invocados en el recurso y sus fundamentos, examinando las actuaciones y los registros 

de la audiencia, de modo que pueda valorar la forma en que los jueces de juicio apreciaron la prueba y 

fundamentaron su decisión. De no tener registros suficientes para realizar esa apreciación, podrá reproducir en 

apelación la prueba oral del juicio que, en su criterio, sea necesaria para examinar la procedencia del motivo 

invocado, y la valorará en relación con el resto de las actuaciones. De igual manera podrá valorar en forma directa 

la prueba que se haya introducido por escrito al juicio. La Corte de Apelación resuelve, motivadamente, con la 

prueba que se incorpore y los testigos que se hallen presentes. Decide al concluir la audiencia o, en caso de 

imposibilidad por la complejidad del asunto, dentro de los veinte días siguientes”; 

Que con la finalidad de verificar lo denunciado en el medio de que se trata, esta Sala está en el ineludible deber 

de analizar el itinerario procedimental del caso, veamos: 1) mediante resolución núm. 1419-2017-TADM-00234, de 

fecha 13 de julio de 2017, la Segunda Sala de la Cámara Penal de la Corte de Apelación del Departamento Judicial 

de Santo Domingo declaró admisible el recurso de apelación interpuesto por el recurrente Iván Vásquez Castillo y 

fijó audiencia para el conocimiento del mismo; 2) Que luego de varios aplazamientos por motivos atendibles, en 

fecha 6 de marzo de 2018 se conoció el fondo del recurso de apelación, procediendo la Corte a qua a diferir el 

pronunciamiento del fallo para el día 5 de abril de 2018, quedando convocadas todas las partes por su lectura; 3) 

que figura depositado en el expediente el acta de lectura de fecha 5 de abril de 2018; 4) que en fecha 26 de 

octubre de 2018, le fue entregada al recurrente Iván Vásquez Castillo copia íntegra de la decisión impugnada por la 

secretaria de la Cámara Penal de la Corte de Apelación del Departamento Judicial de Santo Domingo, y en fecha 11 

de septiembre de 2018 a su defensor, según certificación que consta en el expediente, y donde se le informa su 

derecho para interponer recurso de casación; 5) que el imputado-recurrente interpuso recurso de casación en 

fecha 5 de octubre de 2018;  

Que del examen de las actuaciones remitidas a esta Sala Penal se pone de manifiesto que, la audiencia del 

debate de los recursos de apelación promovidos por los imputados se celebró el 6 de marzo de 2018, fecha en la 

cual las partes formularon sus pretensiones, decidiendo la Corte a qua diferir el pronunciamiento del fallo para el 5 



de abril de 2018, en cuya fecha fue leída la sentencia hoy impugnada, según se destila del rol de audiencia que 

consta en el expediente de que se trata;  

Que es bueno señalar en lo que respecta al plazo para decidir previsto en la norma, si bien es cierto que en la 

parte in fine del artículo 421 del Código Procesal Penal se establece que las cortes de apelación deben dictar sus 

decisiones al concluir la audiencia o, en caso de imposibilidad por la complejidad del asunto, dentro de los veinte 

días siguientes, dicho plazo se ha instituido para impregnar celeridad a la solución de los procesos penales, pero no 

como condición para la validez de los fallos que dictaren estos tribunales; que en ese contexto, la consecuencia de 

la inobservancia al plazo establecido por el referido artículo es el de permitir a la parte interesada requerir su 

pronto despacho y si dentro de las veinticuatro horas no lo obtiene, puede presentar queja por retardo de justicia 

directamente ante el tribunal que debe decidirla, todo ello por aplicación del artículo 152 del indicado texto legal; 

que en el presente caso, aún cuando el tiempo transcurrido entre el día en que se conoció el recurso de apelación 

y el día convocado para la lectura íntegra fue de 21 días no constituyó un agravio para el recurrente, dado que no 

obstante haber quedado citado el recurrente para la lectura de la decisión, le fue notificada a su abogado e 

interpuso su recurso de casación en tiempo oportuno, sin que se afectara su derecho a recurrir, recurso que por 

demás fue admitido a trámite y examinado por esta Sala, lo que evidencia que esta actuación no acarrea la nulidad 

de la referida decisión como pretenden los recurrentes; por lo que, al no observarse la alegada violación al 

derecho de defensa ni a los principios de inmediación y concentración, el medio que se examina debe ser 

desestimado por improcedente e infundado; 

Que en el tercer medio planteado por el recurrente denuncia que el fallo atacado “carece de motivación, 

incurriendo en violación a lo dispuesto en el artículo 24 del Código Procesal Penal”; 

Que en cuanto a la falta de motivación argüida por el recurrente Iván Vásquez Castillo y/o Henyel Iván Torres 

Mejía, es preciso señalar que esta alzada al analizar el examen hecho por la Corte a qua a la valoración probatoria 

realizada por el tribunal de primer grado, no advierte la alegada falta de motivación denunciada por el recurrente, 

en tanto que la simple lectura de la sentencia recurrida pone de manifiesto que contiene motivaciones suficientes 

y pertinentes en cuanto a lo invocado en el recurso de apelación; tal y como se advierte en los motivos transcritos 

en línea anterior de esta decisión; 

Que en lo que respecta a la falta de motivación sobre la pena impuesta por la Corte a qua; esta Sala luego de 

realizar el estudio al fallo atacado, ha podido advertir que para modificar la pena impuesta al recurrente por el juez 

de méritos, la Corte a qua estableció de manera muy motivada lo siguiente:  

“Esta Corte estima procedente analizar el segundo aspecto del primer medio del escrito recursivo del ciudadano 

Iván Vásquez Castillo y el tercer medio del recurso de apelación de Tomás Montilla Mercedes, ya que pueden ser 

analizados de manera conjunta, toda vez que los misinos tratan de aspectos idénticos, sobre la valoración que 

realizó el tribunal al quo en lo referente al artículo 339 del Código Procesal Penal; Que en base al análisis realizado 

por esta Corte y a lo establecido por los recurrentes en dichos medios, en cuanto a que la sanción que le fueron 

impuestas a los imputados se encuentran dentro de los límites de la pena establecida por el legislador, esta Alzada 

entiende pertinente modificar la decisión impugnada en el aspecto de la pena, lo que realiza tomando en cuenta 

que el tribunal a quo no sólo debió ponderar la gravedad del hecho, sino también todas las circunstancias que 

rodearon la participación de cada uno de los imputados en los hechos, así como los niveles de participación de cada 

encartado. De lo anteriormente establecido, esta Corte procede reducir la pena impuesta al ciudadano Iván 

Vásquez Castillo a la pena de quince (15) años de prisión y Tomás Montilla Mercedes a la pena de diez (10) años de 

prisión, tomando en consideración las disposiciones contenidas en el artículo 339 del Código Procesal Penal, 

ponderando esta Corte, no sólo la gravedad del hecho al momento de imponer la sanción, sino además, las 

circunstancias en que ocurrieron. En estas atenciones hemos podido comprobar de los hechos plasmados por el a 

quo, que en relación al robo agravado cometido por los imputados, este fue frustrado por la intervención de un 

pariente de la víctima Emely Jiménez Alvarado, hecho en que además resultó herido Iván Vásquez Castillo, y 

apresado posteriormente; mientras que en relación a Tomás Montilla Mercedes este manejaba la motocicleta 

utilizada para cometer el ilícito, y las condiciones particulares de los encartados, como lo es su juventud y la 

posibilidad de reinsertarse en la sociedad, lo cual constituye uno de los fines de la pena. Que de acuerdo a los 



parámetros expuestos anteriormente, esta Corte estima que la pena impuesta por el tribunal a quo debió ser 

consustancial a las circunstancias que rodearon el hecho, por lo que procede a su modificación y será consignada 

en la parte dispositiva de la presente sentencia”; 

Que el Código Procesal Penal, en su artículo 24, establece la obligación de la motivación de las decisiones como 

un principio fundamental, en el siguiente tenor: “Los jueces están obligados a motivar en hecho y derecho sus 

decisiones, mediante una clara y precisa indicación de la fundamentación. La simple relación de los documentos 

del procedimiento o la mención de los requerimientos de las partes o de fórmulas genéricas no reemplaza en 

ningún caso a la motivación. El incumplimiento de esta garantía es motivo de impugnación de la decisión, 

conforme lo previsto en este código, sin perjuicio de las demás sanciones a que hubiere lugar”; 

Que en el caso, la sentencia impugnada lejos de estar afectada de un déficit de fundamentación como 

erróneamente denuncia el recurrente en su recurso de casación, la misma está suficientemente motivada en 

hecho y derecho, así como también en cuanto a la pena impuesta por la Corte a qua tal y como se ha comprobado 

más arriba, al tomar en cuenta los criterios establecidos en el artículo 339 del Código Procesal Penal para aplicar la 

sanción penal de que se trata, por lo que esta Segunda Sala llega a la conclusión de que el acto jurisdiccional 

impugnado cumple palmariamente con los patrones motivacionales que se derivan del artículo 24 del Código 

Procesal Penal; por consiguiente, procede rechazar el tercer medio de casación que se examina por carecer de 

fundamento; 

Que como en el caso se ha comprobado que la ley fue debidamente aplicada por lo que procede rechazar el 

recurso de casación que se examina, por aplicación de las disposiciones del artículo 427.1 del Código Procesal 

Penal, modificado por la Ley núm. 10-15 del 10 de febrero de 2015; 

De las costas procesales. 

Por disposición del artículo 246 del Código Procesal Penal, toda decisión que pone fin a la persecución penal, la 

archive, o resuelva alguna cuestión incidental, se pronuncia sobre las costas procesales, las que son impuestas a la 

parte vencida, salvo que el tribunal halle razón suficiente para eximirla total o parcialmente; 

De la notificación al Juez de la Ejecución de la Pena. 

Que los artículos 437 y 438 del Código Procesal Penal, modificados por la Ley núm. 10-15, mandan que copia de 

la presente decisión debe ser remitida, por la secretaría de esta Alzada, al Juez de la Ejecución de la Pena del 

Departamento Judicial correspondiente, para los fines de ley. 

Dispositivo.  

Por los motivos de hecho y de derecho anteriormente expuestos, la Segunda Sala de la Suprema Corte de 

Justicia, 

FALLA: 

Primero: Rechaza el recurso de casación interpuesto por Iván Vásquez Castillo y/o Henyel Iván Torres Mejía, 

contra la sentencia núm. 1419-2018-SSEN-00096, dictada por la Segunda Sala de la Cámara Penal de la Corte de 

Apelación del Departamento Judicial de Santo Domingo el 5 de abril de 2018, cuyo dispositivo se encuentra 

copiado en parte anterior de la presenter decisión;  

Segundo: Exime al recurrente del pago de las costas del procedimiento por haber sido asistido por la defensa 

pública;  

Tercero: Ordena al secretario general de la Suprema Corte de Justicia la notificación de la decisión a las partes 

del proceso y al Juez de la Ejecución de la Pena del Departamento Judicial de Santo Domingo. 

Firmado: Francisco Antonio Jerez Mena, Fran Euclides Soto Sánchez, María G. Garabito Ramírez, Francisco 

Antonio Ortega Polanco y Vanessa E. Acosta Peralta. César José García Lucas. Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 

audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 



que certifico. 
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